
 

Número Identificador 

RES2018_______________ 

 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

  PANEL IX 
 

EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO 

 

Recurrida 
 

v. 
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Peticionario 

KLCE201801299 

Certiorari 
procedente del 
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Instancia, Sala 
Superior de Caguas 
 

Caso Núm.: 
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Por: 

ASESINATO EN 
PRIMER GRADO Y 

LEY DE ARMAS 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 

Jueza Grana Martínez y el Juez Sánchez Ramos. 
 
Grana Martínez, Jueza Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico a 18 de septiembre de 2018. 

 El 17 de septiembre del año en curso, la Sociedad para la 

Asistencia legal en representación del señor Santos Iván Nazario 

Díaz, presentó un recurso de certiorari, acompañado de una Moción 

solicitando paralización de los procedimientos en auxilio de 

jurisdicción. Mediante su recurso, nos solicita la revocación de una 

resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia que declaró 

sin lugar una solicitud de desestimación de las acusaciones al 

amparo de la Regla 64 (p) de Procedimiento Criminal.1 

I 

En síntesis, sostiene que, el señor Nazario Díaz enfrenta 

acusaciones por el Art. 93a del Código Penal,2 el Art. 5.07 de la Ley 

de Armas3 y el Art. 249 del Código Penal. 4 Alega que, durante la 

vista preliminar, la jueza que presidió la misma recibió el testimonio 

                                                 
1 34 LPRA Ap. II, R. 64. 
2 33 LPRA §5142. 
3 25 LPRA §458f. 
4 33 LPRA §5339. 
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de un testigo que sostuvo vio disparar al acusado a un joven, se 

metió en un baño, escuchó unas detonaciones y luego de salir del 

baño observó dos cuerpos. Sostiene el señor Nazario Díaz, en 

adelante, el peticionario, que posterior a la determinación de causa 

probable, la defensa pidió reconsideración. Su solicitud se 

fundamentó en que, el testimonio recibido, no estableció “ni la 

identidad ni el conocimiento de la muerte de las personas heridas 

en el lugar de los hechos. Y que peor aún, ante la ausencia de esa 

prueba, tampoco se presentaron en evidencia las certificaciones de 

persona muerta en estos casos.”5 Sostuvo que la jueza requirió, motu 

proprio, las certificaciones de persona muerta al fiscal, procediendo 

a marcar las mismas como Exhibits del Ministerio Público. Concluye 

que la jueza recibió prueba inadmisible, sin haber sido sometida por 

el Ministerio Público durante la vista preliminar. 

Arguye que posteriormente, el 20 de junio de 2018, la jueza 

reconsideró su determinación en cuanto a los dos cargos de 

asesinato en primer grado, pero en una argumentación posterior del 

Ministerio Público expresó que recibirían la determinación por 

escrito. El 20 de junio de 2018, mediante resolución, el Tribunal de 

Primera Instancia declaró No Ha Lugar la reconsideración. 

Oportunamente el peticionario presentó una Moción de 

desestimación bajo la Regla 64p, supra, que fue denegada por el foro 

primario, y la cual se solicita su revocación. 

Como adelantáramos, el peticionario con su escrito presenta 

una Moción solicitando paralización de los procedimientos en auxilio 

de jurisdicción. Sostiene su petitorio y suplica nuestra intervención 

bajo una única premisa; que mañana, 20 de septiembre de 2018, 

comienza la vista del juicio en su fondo y si no paralizamos, los 

planteamientos serán académicos. 

                                                 
5 Véase, pág. 2 del recurso de certiorari. 
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II 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que este foro debe 

tomar en consideración al atender una solicitud de expedición de un 

recurso de certiorari. Estos criterios son los siguientes: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
 

La norma vigente es que un tribunal apelativo solo 

intervendrá con las determinaciones interlocutorias discrecionales 

procesales del Tribunal de Primera Instancia, cuando éste haya 

incurrido en arbitrariedad o en un craso abuso de discreción o en 

una interpretación o aplicación errónea de la ley. Pueblo v. Rivera 

Santiago, 176 DPR 559, 581 (2009). 

III 

Revisado el derecho aplicable, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, y la alegación del peticionario resolvemos 

abstenernos de ejercer nuestra jurisdicción revisora, por lo que 

denegamos la expedición del auto de certiorari. 
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IV 

Por los fundamentos expuestos, se deniega la expedición del 

auto solicitado.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

Notifíquese inmediatamente. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


